
Señor Juez Administrativo de Bogotá (Reparto) 

E.   S.   D. 
______________________________ 

 
 

 

JOHN NICOLAS RUGE MONTOYA, mayor de edad, con domicilio, 

vecindad y residencia en la ciudad de Soacha, identificado con la cédula 

de ciudadanía número 1073715111, actuando en mi propio nombre, en 

ejercicio de la acción consagrada en el Artículo 137 del Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo – Ley 

1437 de 2011 -,  instauro demanda en ejercicio del medio de control de 

Nulidad, contra el DECRETO  NUMERO 182 del 22 de mayo de 2020, 

expedido por el ALCALDE MUNICIPAL DE SOACHA, con el fin de que, 

previa citación y audiencia del señor representante del Ministerio Publico 

y previos los trámites del procedimiento previsto en la Parte Segunda, 

Título V  del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, se hagan las siguientes o similares declaraciones: 

 

 

PRETENSIONES: 
 

PRINCIPAL 

 
Que se declare la nulidad del DECRETO NUMERO 182 del 22 de 

mayo de 2020, expedido por el Alcalde Municipal de Soacha, “POR 

EL CUAL SE REESTRUCTURA EL SISTEMA DE TRANSPORTE PUBLICO 

COLECTIVO EN EL MUNICIPIO DE SOACHA Y SE DICTAN OTRAS 

DISPOSICIONES.” cuyo contenido se transcribe más adelante. 

 
 

HECHOS 
 

 
1.- El Decreto 182 del 22 de mayo de 2.020  “Por el cual se reestructura el 

sistema de transporte público colectivo en el Municipio de Soacha y se dictan otras 

disposiciones.” fue dictado por el ALCALDE MUNICIPAL DE SOACHA en 

ejercicio de las facultades constitucionales y legales, “en especial las 

conferidas por los numerales 1 y 3 del Artículo 315 y el 365 de la Constitución Política 



de Colombia; artículos 3, 5 y 8 de la Ley 336 de 1986, artículos 2.2.1.1.7 del Decreto 

Único del sector Transporte 1079 de 2015.”  

 
2.- Las normas, que sirven de fundamento al acto acusado, establecen 

lo siguiente: 
 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA 
 

 Artículo 315. Son atribuciones del alcalde: 

 

1. Cumplir y hacer cumplir la Constitución, la ley. Los decretos del Gobierno, 

las ordenanzas y los acuerdos del Concejo. 

 

2. … 

 

3. Dirigir la acción administrativa del municipio; asegurar el cumplimiento de 

las funciones y la prestación de los servicios a su cargo; representarlo 

judicial y extrajudicialmente; nombrar y remover a los funcionarios bajo su 

dependencia y a los gerentes o directores de los establecimientos públicos 

y las empresas industriales o comerciales de carácter local, de acuerdo con 

las disposiciones pertinentes.   

 

Artículo 365.- Los servicios públicos son inherentes a la finalidad social del 

Estado. Es deber del Estado asegurar su prestación eficiente a todos los 

habitantes del territorio nacional. Los servicios públicos estarán sometidos al 

régimen jurídico que fije la ley, podrán ser prestados por el Estado, directa o 

indirectamente, por comunidades organizadas, o por particulares. En todo caso, 

el Estado mantendrá la regulación, el control y la vigilancia de dichos servicios. 

Si por razones de soberanía o de interés social, el Estado, mediante ley 

aprobada por la mayoría de los miembros de una y otra cámara, por iniciativa 

del Gobierno decide reservarse determinadas actividades estratégicas o 

servicios públicos, deberá indemnizar previa y plenamente a las personas que en 

virtud de dicha ley, queden privadas del ejercicio de una actividad lícita. 

 
LEY 336 DE 1996. 
 

Artículo 3º- Para los efectos pertinentes, en la regulación del transporte 

público las autoridades competentes exigirán y verificarán las condiciones de 

seguridad, comodidad y accesibilidad requeridas para garantizarle a los 

habitantes la eficiente prestación del servicio básico y de los demás niveles 



que se establezcan al interior de cada modo, dándole la prioridad a la 

utilización de medios de transporte masivo. En todo caso, el Estado regulará y 

vigilará la industria del transporte en los términos previstos en los artículos 

333 y 334 de la Constitución Política. (Norma reglamentada por el Decreto 

3083 de 2007)  

  

Artículo 5º-El carácter de servicio público esencial bajo la regulación del 

Estado que la ley le otorga a la operación de las empresas de transporte 

público, implicará la prelación del interés general sobre el particular, 

especialmente, en cuanto a la garantía de la prestación del servicio y a la 

protección de los usuarios, conforme a los derechos y obligaciones que señale el 

reglamento para cada modo. 

  

El servicio privado de transporte es aquel que tiende a satisfacer necesidades 

de movilización de personas o cosas, dentro del ámbito de las actividades 

exclusivas de las personas naturales y/o, jurídicas. En tal caso sus equipos 

propios deberán cumplir con la normatividad establecida por el Ministerio de 

Transporte. Cuando no se utilicen equipos propios, la contratación del servicio 

de transporte deberá realizarse con empresas de transporte público 

legalmente habilitadas en los términos del presente estatuto. 

  

NOTA: El texto subrayado fue declarado EXEQUIBLE por la Corte 

Constitucional mediante Sentencia C-033 de 2014 

 

Artículo 8º- Modificado por el Artículo 280 del Decreto 1122 de 

1999 (Decreto 1122 de 1999 declarado inexequible por Sentencia C-923 de 

1999), Modificado por el Artículo 129 del Decreto 266 de 2000 (Decreto 266 

de 2000 declarado inexequible por Sentencia C-1316 de 2000). Bajo la suprema 

dirección y tutela administrativa del Gobierno Nacional a través del Ministerio 

de Transporte, las autoridades que conforman el sector y el sistema de 

transporte serán las encargadas de la organización, vigilancia y control de la 

actividad transportadora dentro de su jurisdicción y ejercerán sus funciones 

con base en los criterios de colaboración y armonía propios de su pertenencia al 

orden estatal. Así mismo el Ministerio de Transporte reglamentará todo lo 

pertinente al transporte turístico contemplado en la Ley 300 de 1996. (Ver: 

sentencia C de E. Rad No. 06345 de 2001) 

 

DECRETO UNICO DEL SECTOR TRANSPORTE 1079 DE 2015 

https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=9208#280
https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=9208#280
https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=3587#923
https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=3281#129
https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=8032#1316
https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=5469#1
https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=5469#1


Norma que se cita principalmente en lo referente a las alternativas 

de acceso al servicio de transporte público colectivo.   
 

3.- El decreto cuya nulidad se demanda, se adjunta a la presente acción 
pública que se impetra. 

 
4.- Me asiste voluntad y personería adjetiva, para impetrar la presente 

acción, por mandato de la ley, y como habitante residente y domiciliado 

en el municipio de Soacha, en el que tengo que verme inmerso en la 
problemática del transporte público en el municipio, sumada a la falsa 

motivación del acto atacado. 
 

 
NORMAS VIOLADAS 

 
 

El decreto demandado vulneró y desconoció las siguientes disposiciones 
de orden jerárquicamente superior y de carácter constitucional y legal: 

 
Constitución Política en sus artículos 4º, 6º, y 209. Decreto 1079 de 

2015 
 

CONCEPTO DE LA VIOLACION 

 
 

El Decreto 182 de 22 de mayo de 2020 debe ser declarado nulo, por las 
siguientes razones: 

 
Falsa motivación: 

 
Debe tenerse en cuenta que el 30 de diciembre de 2019, el ALCALDE 

MUNICIPAL DE SOACHA había expedido el Decreto número 587 de 
2019, por medio de cual se reestructuraba el servicio público de 

transporte colectivo urbano en el Municipio de Soacha; decreto que se 
ocupaba de la misma materia del acto administrativo aquí demandado.  

 
Tuvo como fundamento dicho decreto, además de otras motivaciones, el 

hecho que el H Tribunal Administrativo de Cundinamarca dentro de la 

Acción Popular que adelantó la Personería Municipal de Soacha contra la 
Alcaldía Mayor de Bogotá; Secretaría de Movilidad; TRANSMILENIO; 

Municipio de Soacha y otros, mediante sentencia de data 24 de mayo de 
2018, estableció que el Municipio de Soacha debía adelantar, entre 



otras, la reorganización de las rutas de transporte colectivo de 

ese municipio. 
 

Para dar cumplimento al citado fallo judicial, el Municipio de Soacha 

contrató la consultoría “formulación del estudio para la reestructuración técnica 

legal y financiera del transporte público urbano e interurbano que opera al interior del 

Municipio de Soacha, sobre el corredor Soacha Bogotá y en su área de influencia 

directa”, según Contrato número 1289 de 2018, el cual entregó el 

sustento técnico de la reestructuración a que hace referencia el Decreto 

1079 de 2015; razón por la cual se expidió el 30 de diciembre de 2019, 
el Decreto número 587 de 2019   

 

Dicho acto ordenó en su artículo segundo, que “en virtud de la 

reestructuración ordenada en el presente decreto, el Secretario de Movilidad en 

ejercicio de sus competencias legales y funcionales expedirá los actos administrativos 

de carácter particular mediante los cuales se establecerá para cada empresa de 

transporte colectivo urbano de Soacha que actualmente se encuentran habilitada, la 

capacidad transportadora y los permisos de operación correspondientes” 

 

Como consecuencia de lo anterior, la SECRETARIA DE MOVILIDAD DE 
SOACHA, expidió sendos actos administrativos, asignando rutas y 

otorgando capacidad transportadora a diferentes empresas de 
transportes del municipio de Soacha.  

 
Dichos actos fueron notificados, tal y como consta en las actas de 

ejecutoria y firmeza, expedidas por el Director Operativo de Tránsito y 
Transporte de la SECRETARIA DE MOVILIDAD DE SOACHA, creando 

situaciones jurídicas de carácter particular y concreto en las empresas 
transportadoras destinatarias de las rutas y capacidades de transporte 

adjudicadas.  
 

Las empresas de transporte se organizaron para poder cubrir la 
capacidad transportadora a ellas adjudicadas, procediendo a solicitar los 

certificados respectivos, recibiendo a cambio y de manera sorpresiva,  

sendas solicitudes de la SECRETARIA DE MOVILIDAD DE SOACHA, 
encaminadas a que ellos expresarán, por escrito, su consentimiento 

para la Revocatoria Directa de los actos administrativos proferidos con 
data 30 de diciembre de 2019, aduciendo que el Decreto número 587 

de 2019 al no haber sido publicado, no es oponible a terceros y, por 
tanto, que no crea derechos ni establece obligaciones. 

 



Obviamente, los titulares de aquellas situaciones particulares, concretas 

y subjetivas, siempre se negaron a consentir con la revocatoria -que sin 
fundamento alguno- solicitaba la SECRETARIA DE MOVILIDAD DE 

SOACHA; entidad que, actuando de manera ilegal, con claro 
desconocimiento del debido proceso, decidió expedir otros actos 

administrativos, revocando las situaciones jurídicas consolidadas.  
 

Estas actuaciones ilegales se vienen controlando en sede administrativa, 

a través de los recursos que bajo la legislación anterior se conocían 
como vía gubernativa; de acuerdo a las averiguaciones realizadas.  

 
Ante tal situación, y con el argumento que por no haberse publicado el 

Decreto número 587 de 2019, decidió la administración municipal, 
reproducir dicho acto (que según ellos nunca surtió efectos, lo cual no es ceirto) en otro 

que se identifica como Decreto 182 de 2020, que es objeto de 
impugnación, conservando en esencia las mismas disposiciones y 

ocupándose de manera más amplia de otras. 
 

Sin embargo, teniendo como consideración especial la consultoría 

contratada por el MUNICIPIO DE SOACHA para la “formulación del estudio 

para la reestructuración técnica legal y financiera del transporte público urbano e 

interurbano que opera al interior del Municipio de Soacha, sobre el corredor Soacha 

Bogotá y en su área de influencia directa”, según Contrato 1289 de 2018, la 

cual se identifica en el acto impugnado, como el “estudio realizado por el 

Consorcio GITS 2018” 

 
Así las cosas, entonces ¿cuáles fueron los verdaderos motivos que tuvo 

la administración municipal para la expedición del acto infirmado, si 
corresponden a los mismos exhibidos en el Decreto número 587 de 

2019? 

 
• En primer lugar, debe observarse que el Decreto 182 de 2020 fue 

expedido por un mandatario municipal que precedió al autor del 
Decreto número 587 de 2019. 

 
• En segundo lugar, ¿qué autoridad y porque razón, dejo de publicar 

el Decreto número 587 de 2019? 
 

• Cual era la verdadera intención y/o motivos que tenía la 
SECRETARIA DE MOVILIDAD DE SOACHA para que, los titulares 

de aquellas situaciones particulares, concretas y subjetivas 
derivadas de la asignación de rutas y capacidad transportadora del 



extinto Decreto número 587 de 2019, otorgaran permiso, por 

escrito, para la revocatoria de los actos adjudicatarios?  
 

• Con la expedición del decreto impugnado se atenta contra el 
Principio de la Confianza Legitima (que protege las expectativas que 

genera la administración con sus actuaciones) toda vez que no existe 
fundamento alguno para reproducir un acto que caprichosamente 

no se publicó; no obstante que surtió efectos con fundamento en 

las situaciones particulares y subjetivas que adjudicó la 
SECRETARÍA DE MOVILIDAD con fundamento en él, las cuales aun 

no han desparecido del escenario legal, no siendo de recibo alegar 
la oficiosidad para reestructurar el servicio, como se disfraza en el 

decreto demandado. 
 

• Si bien en el Decreto 182 de 2020, establece quienes intervienen 
en la elaboración y proyección; nótese como en el Decreto 587 de 

2019, se elaboró por el consorcio contratado para ese proyecto, y 
se indica que fue Eleonora Rossi, como experta jurídica, a nombre 

del Consorcio GITS – SOACHA 2018, correspondiente al contrato 
1289 de 2018; el cual fue usado en el Decreto impugnado. 

 
Todo lo anterior, para señalar la existencia de una falsa motivación en el 

Decreto 182 de 2020, como vicio de ilegalidad del acto administrativo, 

que se estructura cuando los supuestos de hecho esgrimidos en el acto 
son contrarios a la realidad, bien sea por error o por razones engañosas 

o simuladas, como en efecto acontece en el acto impugnado.  
 

 
PRUEBAS 

 
 

Solicito al Despacho se tengan como medios de prueba los siguientes: 
 

1.- DOCUMENTALES: 
 

1.1. Ejemplar del Decreto 182 de fecha 22 de mayo de 2020 publicado 
en la página web del municipio de Soacha (www.alcaldiasoacha.gov.co). 

 

1.2. Copia simple del Decreto 587 de fecha 30 de diciembre de 2019 
 

1.3. Copia de algunas resoluciones que fijan capacidad transportadora 
y asigna rutas en empresas de transportes del municipio de 



Soacha, con el acto de notificación a los representantes legales de 

las empresas de transporte. 
 

2.- PRUEBA TRASLADADA: 
 

Solicito al Despacho se sirva oficiar al Juzgado 44 Administrativo de 
Bogotá, para que remita con destino a la presente acción pública que 

impetro, se remita copia integra de la Acción Popular con Radicación 

11001333704420200030900, que promueve el ciudadano LUIS ARIEL 
PACHON ACHURY, contra la ALCALDIA MUNICIPAL DE SOACHA y la 

SECRETARIA DE MOVILIDAD DE SOACHA, por la presunta vulneración 
de los derechos colectivos al acceso a una infraestructura de servicios 

que garantice la salubridad publica, debido a la expedición de 
normatividad contraria al DECRETO 587 de fecha 30 de diciembre de 

2019, derivado del estudio de transporte realizado en el año 2019, el 
cual derogado arbitrariamente por el Decreto 182 de fecha 22 de mayo 

de 2020. 
 

 
CUANTIA Y COMPETENCIA 

 
 

El decreto cuya nulidad se pretende carece de cuantía. Por cuanto fue 

expedido por la administración municipal, el conocimiento de la acción 
pública de nulidad correspondiente ha sido asignada a los jueces 

administrativos.  
 

ANEXOS 
 

 
Anexo a la presente demanda los siguientes documentos: 

 
Los documentos enumerados en el capítulo de pruebas. 

 
 

NOTIFICACIONES 
 

 

La Alcaldía Municipal de Soacha en la Calle 13 Nº 7-30 Palacio Municipal 
del muni9cipio de Soacha - Cundinamarca; Correo electrónico 

Notificaciones Judiciales: notificaciones_juridica@alcaldiasoacha.gov.co 
(tomado de la página web del municipio). 

mailto:Correo%20electrónico%20Notificaciones%20Judiciales:%20notificaciones_juridica@alcaldiasoacha.gov.co
mailto:Correo%20electrónico%20Notificaciones%20Judiciales:%20notificaciones_juridica@alcaldiasoacha.gov.co


El suscrito, en calidad de demandante, podrá ser notificado en la 

Secretaría del Despacho o en la Calle 1 A No. 4 J-04 del municipio de 
Soacha. Correo electrónico: jruge35@gmail.com  

 
Ruego al Señor Juez dar trámite a esta demanda.   

 
Atentamente,  

 
JOHN NICOLAS RUGE MONTOYA  
C. C. No. 1073715111 de Soacha. 

Correo: jruge35@gmail.com 
 

 
 

 

 

mailto:jruge35@gmail.com

























































































































































































































































































































































































































































































































































